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TEMA Juzgado Expediente AUTOS 

No se acepta el silencio para considerar 
cancelados los créditos y conceder la 

conclusión de la quiebra 
CNCom Sala B EXPTE. 

Nº 34581/2005/CA5 LOUCEN INTERNATIONAL S.A. s/QUIEBRA 

El crédito laboral tiene el mismo privilegio 
ante la insolvencia del empleador que 

frente a la liquidación de su aseguradora 
CSJN- EXPTE 

Nº 17720/2016/121 

PAJÓN, FRANCISCO AGAPITO S/ 
INCIDENTE DE VERIFICACIÓN DE 

CRÉDITO 

Rechaza apertura de concurso por incumplir 
recaudos del art 11 LCQ CNCom Sala C EXPTE. 

Nº 22402/2025 
FLORES, GUILLERMO JOSE 
s/CONCURSO PREVENTIVO 

No hay fuero de atracción sobre procesos 
de conocimiento en trámite incluso si 
existe litis consorcio pasivo necesario. 

CNCom Sala E EXPTE. 
Nº 59832/2023 

SILVA, ADRIANA c/ CHERY SOCMA 
ARGENTINA S.A. Y OTRO s/ORDINARIO 

Incompetencia. Persona humana debe 
tomarse el domicilio real sin perjuicio del 

que figure en el DNI 
CNCom Sala B EXPTE. 

Nº 9846/2024/CA1 
COLLAZO, MARCELA MARIA s/QUIEBRA 

Acción de responsabilidad concursal. El 
silencio como aceptación en relación al 

119 y el pedido de autorización e inicio de 
incidente de investigación como actos 

interruptivos de la prescripción 

CNCom Sala E EXPTE. 
Nº 375/2022 

SNOW TRAVEL ARGENTINA S.A. 
S/QUIEBRA c/ BLANCO, 

GUSTAVO MIGUEL Y OTROS s/
ORDINARIO 

Quiebra con continuidad de la explotación 
y venta de la empresa en marcha con 

utilización de lenguaje claro y un mensaje 
para la sociedad 

JUZG. CIVIL Y 
COMERCIAL DE LA 

4TA. NOM. 
De Rafaela 

EXPTE. 
Nº 21-24209313-2 

SANCOR CUL S/ CONCURSO PREVENTIVO 



JURISPRUDENCIA JULIO 2026 

 

1) CNCom Sala B COM 34581/2005/CA5 LOUCEN INTERNATIONAL S.A. 

s/QUIEBRA.. 

 

No se acepta el silencio para considerar cancelados los créditos y conceder la conclusión 

de la quiebra.  

La fallida solicitó la conclusión de la quiebra por pago total (pago cancelatorio de las 

acreencias verificadas - artículo 228 LCQ) y por avenimiento, que requiere la conformidad 

de los acreedores (artículo 225 LCQ), con la eventual salvedad de la previsión del artículo 

226 LCQ respecto de efectuar el fallido depósito suficiente para garantizar los créditos “de 

los acreedores verificados que, razonablemente, no puedan ser hallados, y de los pendientes 

de resolución judicial”. El juez lo concede y la fiscalía apela porque  la opción de notificar 

a los acreedores bajo apercibimiento de considerar cancelados sus créditos en caso de 

silencio carece de asidero legal y podría resultar, incluso, infractora del principio de “pars 

contidio” además de cuestionar la conformidad prestada por créditos cedidos. Por lo que 

se le requiere a la fallida subsanar las conformidades cumpliendo con las formalidades del 

art 225 LCQ que exige un escrito cuyas firmas deben ser autenticadas por notario o 

ratificadas ante el secretario. 
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Expediente Número: COM - 34581/2005 Autos: 
LOUCEN INTERNATIONAL S.A. s/QUIEBRA  
Tribunal: CAMARA COMERCIAL - SALA B
/ CAMARA COMERCIAL - MESA GENERAL DE 
ENTRADAS

Excma. Cámara:

1.Vienen las presentes actuaciones en virtud de la 

vista conferida a esta Fiscalía General el 30/10/2025, atento el 

cumplimiento por parte del Juzgado de grado a fs.2645 del requerimiento 

cursado por el Tribunal el 6/10/2025.

Las actuaciones fueron elevadas en virtud del recurso 

de apelación interpuesto el 27/5/2025 por la Fiscal a cargo de la Fiscalía 

en lo Civil y Comercial nro.1 Dra. Mónica Mauri contra la  resolución 

del 23/5/2025 que  decretó  la  conclusión  de  la  quiebra  de  Loucen 

International S.A. por avenimiento y pago total, que fuera concedido el 

2/06/2025.

2. Corresponde señalar que en oportunidad de la vista 

cursada el 16/9/2025 a esta Fiscalía y ante la imposibilidad de visualizar 

en  el  sitio www.pjn.gov.ar la  documental  aludida  en  el  decisorio 

recurrido,  la  Fiscalía  General  requirió  -como  medida  previa-  su 

digitalización en la instancia de grado y la suspensión de plazos hasta 

que ello se cumpliera (dictamen nro. 2097/2025 del 23/9/2025), siendo 

así ordenado por la Sala el 24/9/2025 (fs.2632).

Contestado  por  el  Juzgado  tal  requerimiento  y  siendo 

que la documental digitalizada a fs. 2634 no contenía los instrumentos 

requeridos,  se reiteró  la  solicitud  en el  dictamen nro.2249/2025  del 

3/10/2025.

Como consecuencia de ello, el Tribunal dispuso el 

6/10/2025 remitir nuevamente los autos a primera instancia a tales fines. 

Interin mantuvo la suspensión de plazos ordenada a fs. 2632.

En  responde  al  requerimiento  cursado,  el  

juzgado informó  el 13/10/2025 “que  las  cesiones  celebradas  por 

Loucen International  Argentina  SA  se encuentran incorporadas en 

el  cuerpo
___________________________________
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Nro 2 de los autos caratulados: "Loucen International Argentina SA s/

Concurso  Preventivo"  (Expte  50557/07)”,  procediendo  a  su 

digitalización,  lo  que  fue  cumplido  a fs.2645,  corriéndose  en 

consecuencia nueva vista a esta Fiscalía de Cámara.

3. Funda recurso de apelación.

Analizadas las constancias de estos actuados y las

digitalizadas obrantes en autos “Loucen International Argentina SA s/

concurso preventivo” (expte.nro. 50557/2007), corresponde mantener 

el recurso de apelación concedido el 2/06/2025 (fs. 2594), pues 

causa gravamen la declaración de conclusión de la quiebra por cuanto 

no se encuentran reunidos los recaudos legales para ello.

En  consecuencia,  procedo  a  fundar  el  recurso  de 

apelación en los términos que se exponen seguidamente. Este se 

formula tempestivamente, en virtud de la suspensión de plazos 

dispuesta por la Sala en la resolución del 24/9/2025 y mantenida en la 

del 6/10/2025.

3.1. Insuficiencia de las conformidades prestadas

para la conclusión de la quiebra por avenimiento (art. 225 LCQ).

El juez tuvo por válidas y suficientes las 

conformidades dadas  por  los  acreedores  para  la  conclusión  de  la  

quiebra  en  los términos del art. 225 LCQ.

Al  referirse  a  las  otorgadas  por  el  acreedor  

Loucen International  Argentina  S.A.  -invocando  el  carácter  de 

cesionario  de distintos acreedores-, el magistrado señaló que esta 

sociedad acreditó haber satisfecho ciertos créditos verificados y 

declarados admisibles en autos mediante pagos efectuados a  sus 

respectivos titulares,  los  que cedieron sus derechos.

Consideró  así  operada  la  subrogación,  mencionando 

que de tal modo Loucen International Argentina S.A. pasó a ocupar el 

lugar de los acreedores originales en la  relación jurídica  (art.914 

del CCCN).

Agregó que esta sociedad “… acreditó documentalmente

las cesiones correspondientes, por lo que corresponde tener por

___________________________________
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válidamente operada la subrogación respecto de los créditos pagados 

...” (ver considerando 4. ii. (b).

Sin  embargo,  compulsadas  estas  actuaciones  y  la 

documentación  digitalizada  correspondiente  a  los  autos  “Loucen 

International  Argentina  SA  s/concurso  preventivo”  (expte.nro. 

50557/2007), esta Fiscalía no halló la incorporación de las cesiones de 

los créditos de los señores Héctor y Orlando Forti y de Scholle Ltd.

La sindicatura en su presentación del 1/7/2024 indicó en 

la planilla agregada a fs. 2472/2473 que el crédito de Héctor y Orlando 

Forti por la suma de $ 277.427,97, había sido cedido a LIASA conforme 

fs. 2412/2428.

En cuanto a Scholle Ltd., consignó en la misma 

planilla que su crédito arrojaba la suma de $ 797.998,65 y que había sido 

cedido a LIASA conforme fs. 2412/2428.

Examinadas las citadas fojas, se observa que allí 

consta únicamente la  presentación de Loucen International  Argentina  

SA  de fecha 12/12/2022 prestando conformidad con la conclusión de la 

quiebra en los términos del art. 225 LCQ, invocando el carácter de 

cesionaria de distintos  acreedores  allí  listados,  mencionando  entre

ellos  a  los Sres.Héctor y Orlando Forti y Scholle Ltd.

La  cesionaria  no  agregó en esa  presentación ninguna 

cesión ni formuló  aclaración alguna  al respecto. Los instrumentos 

en cuestión tampoco obrarían en estas actuaciones ni en la 

documentación reservada digitalizada a fs. 2634.

Por  otra  parte  y  compulsada  la  documentación 

digitalizada correspondiente a los autos “Loucen International Argentina 

SA  s/concurso  preventivo”  (expte.nro.  50557/2007)  se  advierte  que 

tampoco  se  hallarían  entre  las  cesiones  glosadas  a  fs.  299/397  las 

atribuidas a los acreedores Héctor y Orlando Forti y a Scholle Ltd.

A ello cabe agregar que tampoco se habría acreditado 

en el trámite del concurso preventivo de la hoy fallida, ni la cesión del 

crédito  ni  el  pago  por  subrogación  invocados  oportunamente  por 

Loucen International Argentina SA en relación a los mismos acreedores,

___________________________________
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en ocasión de prestar conformidad con su propia propuesta de 

acuerdo en carácter de cramdista (ver fs.2064/2065 y fs.2089/2090).

Ninguno  de  tales  instrumentos  fue  acompañado  en 

aquel momento, informando además la aquí fallida que los Sres. 

Forti habían fallecido (ver fs. 2212).

En definitiva y de acuerdo a todo lo expuesto, 

carecería de efectos la conformidad prestada por Loucen International 

Argentina SA  en  su  presentación  del  12/12/2022  invocando  el  

carácter  de cesionario  de  tales  acreedores,  pues  no  se  

encontrarían  justificadas  documentalmente las cesiones de crédito 

referidas.

En consecuencia y siendo que no se habría acreditado 

la conformidad de los señores Héctor y Orlando Forti y de Scholle Ltd. 

con la conclusión de la quiebra, no podrían considerarse cumplidos los 

presupuestos legales para su declaración, correspondiendo revocarse el 

decisorio de grado.

3.2. Extinción de obligaciones. Improcedencia.

En la decisión apelada también se resolvió tener por

satisfechos los créditos de Fideicomisos Argentinos S.A y Frigorífico 

Aconcagua S.A., sustentado ello en el supuesto silencio de los referidos 

acreedores al requerimiento cursado por auto del 

28/11/2024, otorgándole a esa circunstancia un efecto que no 

reconoce base legal.

En  el  aludido  decisorio  se  consignó  que  “…el 

28.11.2024,  se  ordenó  la  notificación  de  los  acreedores  Frigorífico 

Aconcagua  S.A.  y  Fideicomisos  Argentinos  S.A.  en  los  

domicilios constituidos al momento de la insinuación de sus créditos, a 

fin de que ejercieran  los  derechos  que  estimaran  pertinentes  en  el  

presente proceso.  Asimismo,  se  dejó  constancia  de  que,  en  caso  de  

guardar silencio,  serían  tenidos  por  desinteresados  respecto  de  los  

créditos admitidos en la especie”.

Señaló  el  juez  que  dicha  notificación  se  había 

materializado los días 18.12.2024 y 19.12.2024, sin que los acreedores 

formularan manifestación alguna  al respecto, razón por  la  cual y 

sin
___________________________________
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perjuicio de la garantía que se fijaría, correspondía tenerlos por 

satisfechos (ver considerando 2. xi).

Lo  resuelto  causa  agravio,  pues  se  consideraron 

canceladas  tales  acreencias  sin  fundamento  normativo  alguno,  no 

requiriendo  de  los  nombrados  –por  tal  razón-  ni  cartas  de  pago  ni 

conformidad con la  conclusión de la  quiebra. Tampoco  –y a  pesar de 

señalar lo contrario – se fijó garantía en los términos del art. 226 LCQ 

(ver considerando 2. puntos vii y viii).

Cabe destacar que la sindicatura en el escrito del

1/7/2024 indicó que tales acreencias no se encontraban canceladas.

Requerida  la  fallida  respondió  el 8/11/2024 que “tales 

deudas fueron oportunamente admitidas en este proceso universal como 

privilegiadas,  habiendo  quedado  extinguidas  como  consecuencia  del 

cobro por parte de tales acreedores con la ejecución del bien asiento de 

privilegio”,  indicando  expresamente  que  “tales  deudas  han  quedado 

canceladas” y que así debería disponerse (fs.2478/2479).

En  su  escrito  del 20/11/2024 la  deudora  reiteró  la 

manifestación de fs. 2478/79 y en lugar de acompañar los comprobantes 

de las  supuestas  cancelaciones,  solicitó  que se cursara  “notificación 

mediante  cédula  a  tales  acreedores,  al  domicilio  que  aquellos 

constituyeron en la oportunidad de la insinuación de sus créditos, a fin 

de que hagan valer en estos autos aquellos derechos que entiendan les 

asiste bajo  apercibimiento  de tenerlos por  desinteresados en caso  de 

silencio” (fs.2507/2508).

La notificación pedida por la deudora fue dispuesta por 

auto del 28/11/2024 y cursada a los acreedores oportunamente. Su falta 

de responde no  puede implicar  en modo  alguno,  la  extinción de sus 

créditos pues ello no tendría fundamento normativo.

Máxime cuando la carga de la prueba del pago, pesa 

sobre la deudora (cfr. art. 894 inc.a CCCN).

Conforme  señala  la  doctrina:  “El  pago  es  un  hecho 

extintivo  y,  por  lo  tanto,  como  regla,  le  corresponde  al  deudor  su  

demostración … En su cualidad de hecho extintivo y siguiendo la regla

___________________________________
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procesal  tradicional,  la  carga  probatoria  le  corresponde  al  deudor” 

(Alterini,  Jorge  H.  -director  general-,  Código  Civil  y  Comercial 

comentado.  Tratado  exegético”,  3ra.edición actualizada  y aumentada, 

Thomson Reuters La Ley, Bs.As., 2019, tomo IV, pág.579/580).

En ese sentido se ha resuelto que: “1 - La prueba por 

excelencia del pago es el recibo; aunque ello no constituye una condición 

necesaria,  pues puede existir  algún otro  instrumento  emanado  por  el 

acreedor que demuestre la cancelación (CNCom, Sala B, in re "Durango 

SA c/ Aceros Gema SRL", del 20/08/86). 2 - En caso de no poseer recibo, 

quien así se presenta  soporta  una  clara  presunción en contra  de sus 

dichos; más nada  le impide que justifique su cumplimiento  por  otros 

medios  de  comprobación,  aunque  tales  deberán  ser  meritados  con 

mayor  rigor  (CNCom,  Sala  C,  in  re  "La  Gremial  Económica  Cía. 

Argentina de Seguros SA c/ Mabres SA", del 17/05/88) (CNCOM.SALA 

D, Ascensores Schindler SA c/ Inc SA s/ ordinario,  26/9/2019).

La fallida -a quien le incumbe la carga probatoria- no 

agregó ningún elemento que justificara la cancelación de tales créditos, 

a pesar de la amplitud legal probatoria prevista en el art. 895 CCCN, 

pretendiendo trasladar a los acreedores las consecuencias de su propia 

omisión.

Por otro lado, el valor y la consecuencia otorgados al  

supuesto silencio de los acreedores a las notificaciones cursadas en el 

domicilio  constituido  al  insinuar  sus créditos (hace casi  20 años)  no 

reconoce base legal.

En efecto, el art. 263 CCCN establece que: “El silencio 

opuesto  a  actos o  a  una  interrogación no  es considerado  como  una 

manifestación de voluntad conforme al acto o la interrogación, excepto 

en los casos en que haya un deber de expedirse que puede resultar de la 

ley,  de la  voluntad de las  partes,  de los  usos  y  prácticas,  o  de una 

relación entre el silencio actual y las declaraciones precedentes”.

Al respecto la doctrina refiere que: “… el silencio, por sí 

mismo, constituye un hecho neutro —y por ello equívoco e incoloro— del 

que no puede inferirse que constituya un comportamiento (omisivo) del 

que pueda extraerse una determinada significación. Tal circunstancia,

___________________________________
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sin embargo, no excluye que unido a comportamientos o declaraciones

precedentes o por disposición de la ley o de la costumbre o por haberlo

acordado  las  partes,  se  lo  considere  como  manifestación”  (Alterini,

Jorge  H.  -director  general-,  Código  Civil  y  Comercial  comentado.

Tratado  exegético”,  3ra.edición  actualizada  y  aumentada,  Thomson

Reuters La Ley, Bs.As., 2019, tomo II, pág.227).

Por ello, la regla general es que el silencio no importa

una  manifestación de voluntad,  salvo  en los casos excepcionales que

prescribe el mismo artículo.

Destaca la doctrina que: “… el tema del silencio en el

derecho no consiste en establecer si puede o no ser una manifestación,

sino el de determinar los supuestos en que puede ser considerado una

voluntad afirmativa o negativa. Más aún, contraponer el valor negativo

que  se  atribuye  al  silencio  cuando  es  opuesto  a  un  "acto  o  a  una

interrogación", resulta  marcadamente estrecho: en rigor, fuera  de los

casos  previstos  en  las  excepciones,  el  silencio  no  vale  en  ninguna

situación, sea o no contrapuesto a un acto o a una interrogación y en los

casos en que tiene valor, lo tendrá independientemente de que lo haya

sido en respuesta a un acto o a una interrogación” (Alterini, Jorge H.,

ob.cit., tomo II, pág.229).

En consecuencia y en el contexto explicado, no procede

tener  por  extinguidos  los  créditos  como  consecuencia  de la  falta  de

contestación al requerimiento dispuesto en la resolución del 28/11/2024,

pues no existía para los acreedores una carga legal de expedirse ni por

la ley, ni por voluntad de las partes, ni por usos y costumbres, ni como

consecuencia de una conducta anterior y silencio actual.

Por otro lado, debe tenerse presente que la renuncia a

un derecho no  se presume, siendo restrictiva  la  interpretación de los

actos que permitieran inducirla (cfr.art. 948 CCCN).

Ello así, la sola falta de contestación a una notificación

cursada  a  un  domicilio  constituido  hace  casi  20  años  no  puede

interpretarse como la renuncia al ejercicio de los derechos emergentes

de los créditos veri cados en autos.
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En  conclusión:  los  créditos  correspondientes  a  los 

acreedores Fideicomisos Argentinos S.A y Frigorífico Aconcagua S.A no 

pueden considerarse extinguidos pues carece de base legal lo dispuesto 

en ese sentido en el decisorio recurrido, viéndose afectados su derecho 

al debido proceso y de propiedad.

En mérito  a  ello  y  dado  que no  se han agregado  en 

relación a tales acreedores ni cartas de pago ni su conformidad con la 

conclusión de la quiebra como tampoco se los ha garantizado (a pesar 

de lo indicado en la resolución recurrida), corresponderá revocarse el 

decisorio de grado pues se encuentran incumplidos los recaudos para la 

declaración de conclusión de la quiebra.

3.3. Acreedores cuyos recibos no fueron hallados 

por la deudora. Cosa juzgada.

El  decisorio  del  23/5/2025  consideró  suficiente  a  los 

fines  del  art.  226  LCQ,  el  depósito efectuado  por  la  fallida  para 

garantizar las obligaciones correspondientes a los acreedores respecto 

de los cuales esta manifestó haber cancelado pero no hallado los recibos 

(ver escrito del 1/9/2023 y Anexo II de fs. 2410).

Cabe recordar  que la  fallida  en su presentación del 

9/8/2023 indicó  que “…II.- … dentro  del  pasivo  pendiente de obtener 

conformidad existen 27 acreedores que se encuentran cancelados pero, 

respecto  de  las  cuales  no  se  han  podido  hallar  las  constancias 

respectivas, lo que motiva solicitar a V.S. se los intime a manifestar si 

poseen  crédito  pendiente  de  percibir  por  parte  de  la  fallida,  bajo 

apercibimiento  en caso  de silencio  de tener  por  cancelado  el  crédito 

veri cado en autos. …” (fs.2395).

El juez desestimó la petición el 14/8/2023 

disponiendo: “La  solicitud realizada  tendiente a  intimar  a  27 

acreedores para  que manifiesten si su crédito fue percibido es 

improponible en el marco de una quiebra. Obsérvese en tal sentido que 

la fallida ha dado inicio a un trámite  de  avenimiento  y  en  ese  

escenario,  excepcionalmente, ponderando  el  tiempo  que insumió  el  

proceso  liquidatorio  y  que los acreedores  se  hallaban  en  extraña  

jurisdicción,  se  suspendieron  los trámites liquidatorios y se otorgó un 

plazo para entablar la negociación, ___________________________________
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que se halla  fenecido. Sin embargo, es carga de la  fallida efectuar la 

presentación con los recaudos exigidos por el art. 225 y 226 LCQ y a tal 

fin se prevé que se acompañen las conformidades con las formalidades 

establecidas  legalmente  y/o  en  su  caso  que  se  garantice  el  pasivo 

renuente o no localizado. En el caso de los créditos ya determinados,  

deberá  ser  depositado  el  saldo  que  corresponde  al  monto  de  tales 

acreencias debidamente actualizadas”.

La  deudora  consintió  ese  decisorio.  En  consecuencia 

hizo saber en su escrito  del 1/9/2023 que “con fecha 29 de agosto se 

depositó en la cuenta de autos la suma de $7.425.675,17. Dicho 

importe será destinado para hacer frente a  los 27 acreedores 

cancelados que esta parte denunciara en su presentación anterior y se 

detallaron en el Anexo II, de los que no se han podido hallar las 

constancias respectivas. Interín,  solicito  se  inviertan  a  plazo  fijo  los  

fondos  depositados, aplicándose la tasa más alta que ofrezca el 

banco en la actualidad” (fs. 2433).

El depósito en cuestión fue considerado por el juez a los 

fines  de  tener  por  cumplidos  los  recaudos  legales  para  decretar  la 

conclusión de la quiebra el 23/5/2025.

La fallida también consintió ese decisorio.

No  obstante  ello,  peticionó  el 27/05/2025 que  se 

“complemente” el aludido decisorio “respecto de aquellos 27 acreedores 

que mi  mandante siempre señaló  tenían sus  acreencias  canceladas”, 

requiriendo que se dispusiera “intimarlas a hacer valer sus derechos en 

autos bajo apercibimiento de que en caso de silencio se los tenga por 

desinteresados”  y  que se dejara  “constancia  que tales  acreencias  se 

corresponden con aquellas respecto de las cuales no se encontraron los 

recibos  de  pago  correspondientes  (ver  presentaciones  de  fs.  2456, 

reiterada a fs 2467 y a fs 2507/08) respecto del depósito realizado el 1ro 

de septiembre de 2023. Ello en tanto la finalidad de tal depósito fue el de 

garantizar tales créditos”.

En contradicción con lo antes resuelto, el juez dispuso

el 31/05/2025 que se librara: “… cédula a los domicilios constituidos por 

los 27 acreedores al momento de la insinuación de sus créditos, a fin de
___________________________________
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que hagan valer los derechos que estimen pertinentes en este proceso” y 

que “en  caso  de  guardar  silencio,  se  los  tendrá  por  desinteresados 

respecto  de los  créditos  admitidos  en la  especie”,  encomendando  su 

libramiento a la fallida en soporte papel y rma ológrafa.

Conforme  lo  expuesto,  la  fallida  reconoció 

expresamente  no  contar  con  los  recibos  correspondientes  a  los 

mencionados  acreedores,  no  siendo  posible  suplir  esa  carencia 

probatoria  -cuya  carga  pesa  sobre  ella-,  con  las  notificaciones 

solicitadas  como  “complemento”  de  la  resolución  del  23/5/2025 

dispuesta con fecha 31/5/2025.

De  este  modo,  la  fallida  pretendió  modificar 

elípticamente  con  su  pedido  del  27/5/2025,  lo  decidido  en  las 

resoluciones del 14/8/2023 y 23/5/2025 en relación a tales acreedores.

Tales decisorios se hallan firmes y consentidos por  la 

fallida, con los efectos de la cosa juzgada y por lo tanto la resolución del 

31/5/2025 no puede alterar lo oportunamente resuelto en los mismos.

Adicionalmente  lo  dispuesto  en  el  auto  de  fecha 

31/5/2025 no sólo  carece de fundamento normativo, sino que además 

resulta  contradictorio  con  lo  anteriormente  dispuesto  en  base  a  lo 

previsto en los arts. 225 y 226 LCQ.

A ello cabe agregar -conforme a lo referido en el punto 

3.2.-  que  el  eventual  silencio  de  los  acreedores  a  las  notificaciones 

ordenadas el 31/5/2025 no podría traer como consecuencia la pérdida 

de  los  derechos  creditorios  de  los  27  acreedores  involucrados 

(detallados en el Anexo II de fs. 2410), pues ello carecería base legal.

En  consecuencia,  corresponderá  también  dejar  

sin efecto  la  resolución  complementaria  de  fecha  31/5/2025  por  

los argumentos mencionados anteriormente y en el punto  3.2.,  como 

por violentar los efectos de la cosa juzgada y el derecho de propiedad de 

los acreedores en cuestión.

4. Reserva Caso Federal.

Para el caso que la sentencia deniegue lo solicitado por

el Ministerio Público en ejercicio de sus atribuciones constitucionales
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(artículo 120 Constitución Nacional) o dicte una resolución contraria al 

respecto que vulnere el derecho de propiedad de los acreedores o debido 

proceso (artículos 14, 17 y 18 de la  Constitución Nacional), desde ya 

formulo reserva para ocurrir por la vía extraordinaria federal ante la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación.

5. Dejo así contestada la  vista, correspondiendo tener 

con lo  expresado en el presente por  fundado el recurso de apelación 

concedido el 2/06/2025 (fs. 2594), disponiendo su debida sustanciación y 

oportunamente la revocación del decisorio apelado del 23/5/2025 y su 

complementario del 31/5/2025.

Buenos Aires,  octubre de 2025.

14/11
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2) CSJN Pajón, Francisco Agapito s/ incidente de verificación de crédito. Expte.

17720/2016/121.

El crédito laboral tiene el mismo privilegio ante la insolvencia del empleador que frente a 

la liquidación de su aseguradora.  

La CNCom revoca parcialmente fallo de 1ra instancia que reconoce un crédito laboral con 

doble privilegio 241.2 y 246.1, más derecho a pronto pago e intereses postfalenciales art 

129 entendiendo que el crédito carecía de naturaleza laboral respecto de la ART en 

liquidación porque derivaba de un contrato de seguro. La Fiscalía plantea un REX basado 

en que  el artículo 11, inciso 1º, de la ley 24.557 estableció que “Las prestaciones dinerarias 

de esta ley gozan de las franquicias y privilegios de los créditos por alimentos”. El 

procurador fiscal agregó que la interpretación de la Cámara viola  garantías reconocidas 

por la Constitución Nacional y por tratados internacionales   que protegen al trabajador 

ante la insolvencia del empleador o del asegurador.   

La Corte interpretó que la indemnización por accidente de trabajo a la que fuera condenada 

la aseguradora demandada constituye un crédito laboral en los términos del artículo 11 del 

Convenio 17 de la OIT,  aprobado por ley 13.560, dado que esa norma presupone que el 

crédito es de naturaleza laboral y que resulta irrelevante si su causa es el contrato de trabajo 

en cuyo marco tuvo lugar el accidente o el contrato de seguro suscripto con la aseguradora 

toda vez que  surge del título del instrumento (“Convenio sobre la indemnización por 

accidentes del trabajo”, énfasis añadido) y del hecho de que la disposición trata 

indistintamente al empleador y a la aseguradora, a quienes considera igualmente 

responsables de satisfacer el crédito frente a la insolvencia, sin distinción. 



1

Buenos Aires, 31 de marzo de 2026
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S u p r e m a   C o r t e: 
–I– 

La Sala C de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Comercial revocó parcialmente la sentencia de la instancia anterior, que había 

reconocido al crédito invocado por Francisco Agapito Pajón el doble privilegio que 

surge de los artículos 241, inciso 2, y 246, inciso 1, de la Ley 24.522 de Concursos y 
Quiebras, como así también había ordenado el pronto pago y admitido intereses 

según los dispuesto por el artículo 129 de la ley 24.522 (resoluciones del 17 de 

septiembre de 2019 y 9 de octubre de 2020, cf. expediente digital). 

El tribunal consideró que el crédito invocado carece de 

naturaleza laboral en relación a la aseguradora de riesgos de trabajo en liquidación, 
por lo que devenían improcedentes los privilegios previstos por la ley concursal para 

esos créditos y los intereses devengados con posterioridad a la apertura de la 

liquidación judicial. A tal efecto, explicó que el incidentista solicitó la verificación 

de un crédito con base en la sentencia recaída en sede laboral, donde se condenó en 

forma solidaria a la aseguradora y a Protecna FRS SRL, en su carácter de 
empleador, al pago de una indemnización por accidente de trabajo. A partir de ello, 

concluyó que la causa del crédito reclamado a la aseguradora es el contrato de 

seguro y no el vínculo laboral que unía al incidentista con Protecna FRA SRL. En 

ese orden, destacó que el hecho de que la aseguradora haya sido condenada en forma 

solidaria junto al empleador del incidentista no puede modificar la causa de la 
obligación y que la calidad de empleado o dependiente no puede trasladarse al ente 

asegurador. 

En esos términos, el tribunal entendió que no correspondía el 

reconocimiento de los intereses posteriores a la apertura de la liquidación judicial, 

en el marco de lo dispuesto por el artículo 129 de la ley 24.522, dado que la acreencia 

pretendida no puede considerarse de índole laboral respecto de la aseguradora.  
Sin perjuicio de ello, la cámara, por un lado, reconoce el 

privilegio general del crédito, por aplicación del artículo 54 de la Ley 20.091 de 
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Entidades de Seguros y su Control que remite a lo dispuesto por el derogado artículo 
270 de la ley 19.551. Por otro lado, consideró procedente el pronto pago por la 

urgencia implícita del crédito del actor. 

–II– 

Contra ese pronunciamiento, la Fiscal General ante la 

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial interpuso recurso extraordinario, 
que contestado por el incidentista, fue concedido (resolución del 17 de marzo de 

2021). 

La representante del Ministerio Público ante la cámara 

comercial postula que la sentencia recurrida aplicó la ley 20.091 en violación a 

derechos y principios emanados de la Constitución Nacional, y a la normativa local 
e internacional ratificada por nuestro país (arts. 14, 14 bis y 75, incs. 22, de la 

Constitución Nacional, arts. 1 y 26 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, art. 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 2, 5, 

7.b y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 

artículos 5, 6 y 11 del Convenio OIT 17). 
En efecto, señala que la decisión de la cámara al desconocer el 

carácter laboral de la acreencia, privó al damnificado de la protección especial que 

la ley concursal otorga a esos créditos. En este sentido, advierte que la ley 24.522 

dispone expresamente que el crédito por indemnizaciones derivadas de accidentes 

de trabajo goza del privilegio especial y general y que procede el reconocimiento de 
los intereses devengados con posterioridad a la declaración de quiebra, sin realizar 

ningún tipo de distinción (arts. 129, 241 inc. 2 y 246 inc. 1, ley 24.522). A partir de 

ello, alega que resulta improcedente diferenciar el tratamiento que corresponde 

otorgarle al crédito sobre la base de que el reclamo no se encuentra dirigido contra 

el empleador sino contra la aseguradora de riesgos de trabajo.  

Refiere que tal interpretación desconoce la naturaleza laboral 
de las indemnizaciones por accidentes de trabajo a la vez que priva al damnificado 

de la preferente tutela de la que gozan los trabajadores. Al respecto, la recurrente 
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enfatiza que la indemnización reconocida tiene por causa un accidente laboral 
sufrido en el año 2012; que la póliza de seguro fue contratada por y en interés de su 

empleador mediante un contrato de seguro cuyo objetivo es mantener incólume su 

patrimonio frente al reclamo de sus dependientes por accidentes laborales. Es decir 

que, frente a una condena solidaria, tanto el empleador como la aseguradora de 

riesgos del trabajo deben indemnizar en forma integral al incidentista por el 
accidente laboral sufrido.  

En ese marco, entiende que el daño ocasionado por la 

sentencia se agrava en el caso, dado que se ha decretado la quiebra de la 

empleadora.  

En tales condiciones, concluye que la decisión recurrida no 
constituye una derivación razonada del derecho vigente a la vez que omite aplicar 

los siguientes principios y normas: el principio protectorio que dispone la aplicación 

e interpretación de la norma que sea más favorable al trabajador (art. 14 bis CN y 

art. 9 Ley 20.744 de Contrato de Trabajo); el principio de progresividad consagrado 

en la Constitución Nacional y tratados internacionales (arts. 14, 14 bis y 75, incs. 
22, de la Constitución Nacional, arts. 1 y 26 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, art. 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

arts. 2, 5, 7.b y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales); el principio pro homine en razón del cual debe escogerse la aplicación 

de la norma que mejor proteja a la persona humana; como así también se omitió la 
norma que manda considerar al trabajador como sujeto de preferente tutela. 

Asimismo, cuestiona que la sentencia recurrida desconoció el 

artículo 11 del Convenio 17 OIT (que fue aprobada por ley 13.560). En efecto, esa 

norma pone en cabeza de los estados parte adherentes el compromiso de establecer 

disposiciones locales que aseguren, en toda circunstancia, el pago de 

indemnizaciones a las víctimas de accidentes laborales. A su vez, prevé el deber de 
los estados adherentes de garantizar, puntualmente, su percepción ante la 

insolvencia del empleador o asegurador (art. 11). 
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A partir de lo expuesto concluyó que el caso suscita cuestión 
federal suficiente, ya que la decisión recurrida deviene contraria al derecho que 

resulta de un tratado internacional que es de incuestionable naturaleza federal. 

Advirtió que ello fue reconocido por la Corte en Fallos 337:315, “Pinturas y 

Revestimientos”, donde la decisión recurrida resultaba contraria al derecho que el 

apelante había fundado en el Convenio 173 de la OlT.  
Añadió que recientemente la Corte habilitó la instancia 

extraordinaria en un caso, en el que, tal como sucede en el sub lite, se ha dado un 

alcance irrazonable a una norma de derecho común, que no solo prescinde de sus 

propios términos sino que, además, colisiona abiertamente con las directivas que 

fluyen de la Constitución Nacional y de los tratados internacionales de derechos 
humanos (Fallos 343:1037, “Puig”). 

Por otra parte, la magistrada recurrente destaca que el caso 

reviste gravedad institucional, ya que la sentencia coloca a nuestro país en situación 

de incumplimiento, al desconocer los compromisos asumidos internacionalmente en 

materia de protección de los derechos del trabajador.  
Finalmente, la fiscalía se agravia de lo resuelto con respecto 

al rechazo del derecho del incidentista a percibir intereses hasta el efectivo pago. 

Argumenta que esa decisión surge como derivación de la errónea calificación de la 

causa del crédito, y que resulta de una interpretación restrictiva de la norma en 

juego, contraria al principio de progresividad y a la regla de prevalencia de la norma 
más favorable al trabajador, que afecta el derecho de propiedad y de igualdad del 

incidentista. 

–III– 

A los fundamentos desarrollados por la magistrada apelante, 

a los que me remito y doy por reproducidos en beneficio de la brevedad, estimo 

conveniente agregar algunas consideraciones sobre la procedencia del recurso 
extraordinario.  
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Al respecto, opino que los agravios suscitan cuestión federal 
suficiente que habilita su tratamiento en esta instancia recursiva, pues se objeta 

que la interpretación realizada por el a quo respecto de la naturaleza del crédito del 

incidentista es violatoria de garantías reconocidas por la Constitución Nacional y 

por tratados internacionales; en particular, de los derechos que protegen al 

trabajador y su indemnización ante la insolvencia del empleador o del asegurador 
(arts. 14, inc. 3, ley 48; 14 y 14 bis, 75, inc. 22, de la Constitución Nacional; 26 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos; 2 del Pacto Internacional de los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 11 del Convenio OIT 17; y doctrina de 

Fallos: 307:398, “Complejo Textil Bernalesa”; 329:5266, “Asociación Lucha por la 

Identidad Travesti”; 337:315, “Pinturas y Revestimientos aplicados S.A.”; 343:1037, 
“Puig”). 

Por lo tanto, el recurso extraordinario resulta admisible. 

Sentado ello, es importante destacar que en oportunidad de 

conceder el recurso extraordinario el tribunal apuntó que luego del dictado de la 

resolución recurrida se pronunció nuevamente sobre la materia debatida en el sub 
lite y que arribó a una solución que coincide sustancialmente con la sostenida por 

la magistrada recurrente. 

En efecto, la sala destacó que la cuestión traída en el recurso 

fue revisada al dictar sentencia el 1 de marzo de 2021 en otro incidente de la 

liquidación de la aseguradora de riesgos del trabajo, Interacción ART (expediente 
COM 17.720/2016/159/CA7, “Incidente n° 159 - Incidentista: Sajama, Rolando 

Mario s/ incidente de verificación de crédito”). Explicó que en la causa citada 

consideró que las particularidades del contrato de seguro en cuestión, exigen 

otorgar al trabajador, en el concurso de la aseguradora, el mismo tratamiento que 

hubiera debido tener en el proceso universal del asegurado. 

En ese marco, la sala detalló que la ley 24.557 puso sobre las 
aseguradoras de riesgos del trabajo la responsabilidad directa por las prestaciones 

adeudadas en sus términos, bajo la supervisión y fiscalización de la 
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Superintendencia de Riesgos del Trabajo (arts. 23 a 38). A su vez, consideró que, 
bajo tal premisa, esa ley reconoció a favor de los empleados afectados por las 

contingencias allí contempladas, una situación por lo menos similar a la que 

tendrían frente al empleador asegurado. Señaló que ello se infiere de lo previsto en 

el artículo 11, inciso 1, de la citada ley que establece: “Las prestaciones dinerarias 

de esta ley gozan de las franquicias y privilegios de los créditos por alimentos”. 
A partir de ello, concluyó que la amplitud de la norma, que no 

efectúa distinción de ninguna especie, obliga a aplicar a las aludidas acreencias 

todos los beneficios que el legislador concursal les reconoce, precisamente en razón 

de su naturaleza alimentaria, en el concurso del empleador. 

En tal contexto, la cámara concluyó que el actor tenía derecho 
a los beneficios que había solicitado en autos, por lo que la sentencia de la sala que 

se los denegó exhibía un error que debe ser subsanado por vía del recurso 

interpuesto. 

–IV–

Por las razones expuestas, mantengo el recurso 
extraordinario deducido por la Fiscal General ante la Cámara de Apelaciones en lo 

Comercial y, en esos términos, dejo contestada la vista conferida. 

Buenos Aires, 1 de noviembre de 2022. 

ABRAMOVICH 
COSARIN 
Victor Ernesto

Firmado digitalmente 
por ABRAMOVICH 
COSARIN Victor Ernesto 
Fecha: 2022.11.01 
17:27:14 -03'00'



3) CNCom SALA C FLORES, GUILLERMO JOSE s/CONCURSO

PREVENTIVO Expte. 22402 2025.

Rechaza apertura de concurso por incumplir recaudos del art 11 LCQ. 

Se le otorgó un plazo de 10 días para acompañar los legajos completos y sólo agregó 

documentación sin precisar datos de los acreedores, y acompaña un recibo de sueldo viejo 

para satisfacer la información del activo. La sala entiende que no hubo exceso de rigor 

formal, reconoce que deben ser flexibles pero la información brindada resultó insuficiente. 
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4) CNCom SALA E SILVA, ADRIANA c/ CHERY SOCMA ARGENTINA S.A. Y 

OTRO s/ORDINARIO Expte 59832 /2023. 

 

No hay fuero de atracción sobre procesos de conocimiento en trámite incluso si existe litis 

consorcio pasivo necesario.  

La causa se inició con anterioridad al decreto de quiebra.  Tras la reforma de la ley 26.086, 

los juicios de conocimiento pleno ya no son atraídos por el tribunal concursal; y el actor 

ejerció la opción de continuar el trámite ante el juez de origen, conforme lo prevé el art. 21 

de la Ley 24.522. La LCQ 21-2º excluye expresamente de los efectos del fuero de atracción 

a los procesos de conocimiento en trámite, otorgando al actor la facultad de continuar el 

juicio ante el Tribunal originario hasta la sentencia. El desplazamiento de la causa ordinaria 

hacia el juez del concurso es una hipótesis que la ley actual no admite para procesos de 

conocimiento pleno. Ni el ejercicio de la opción por la parte actora ni la naturaleza del 

litisconsorcio autorizan a radicar un proceso de esta índole ante el Tribunal de la quiebra 

(art 133 LCQ). En consecuencia, habiendo la accionante manifestado expresamente su 

voluntad de continuar el trámite contra ambas codemandadas ante el juez natural, no se 

verifica el supuesto de atracción hacia el proceso universal. 
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Expediente Número: CIV - 59832/2023 Autos: 
SILVA, ADRIANA c/ CHERY SOCMA ARGENTINA S.A. 
Y OTRO s/ORDINARIO  Tribunal: CAMARA 
COMERCIAL - SALA E / CAMARA COMERCIAL -
MESA GENERAL DE ENTRADAS
Juzg. 17 Sec. 33 

Excma. Cámara:

1.Vienen las actuaciones a esta Fiscalía, con motivo del 

conflicto  negativo  de competencia  suscitado entre el juez a  cargo del 

Juzgado Nacional en lo Comercial nro. 17 y el juez a cargo del Juzgado 

Nacional en lo Comercial nro. 22.

El  magistrado  a  cargo  del  Juzgado  Nacional  en  lo 

Comercial Nro. 17 dispuso la remisión de las presentes actuaciones al 

Juzgado Nro. 22, al considerar que, en virtud de la opción ejercida por la 

parte  actora  en  los  términos  del  artículo  133  de  la  LCQ  y  ante  la  

existencia en autos de un litisconsorcio pasivo voluntario, correspondía 

la remisión del proceso al Juzgado del Fuero Nro. 22, en razón del fuero 

de atracción derivado  de la  causa  “Central  Alcorta  S.A.  s/  Quiebra” 

(Expte. Nro. 15793/2025) (cfr. resolución de fecha 03/11/2025).

Por su parte, con fecha 17/11/2023, el juez a cargo del

proceso falencial, no aceptó la radicación de las presentes actuaciones.

Para así resolver, sostuvo “…éste es el Tribunal donde 

tramita la quiebra de una de las demandadas, y en ese sentido, a este 

juez  falencial  le  resulta  absolutamente  indiferente  la  opción  que 

conforme el art. 21 de la  ley 24.522 pudiera  ejercer  la  parte actora, 

porque en cualquiera  de los casos (así acepte o  no  desistir  contra  el 

fallido, así se trate de un litisconsorcio necesario o de uno voluntario) 

nunca el proceso de conocimiento pleno puede tramitar (o continuar su 

tramitación) por ante este Tribunal en lo concursal”.

Señaló que “… ni la parte con el ejercicio de su opción, 

ni  los  jueces  (ni  el  del  juicio  singular  ni  el  del  concursal)  tienen la 

posibilidad de decidir  sobre la  jurisdicción donde tramitará  la  causa, 

pues  no  hay  duda  que,  de  seguir  o  suspenderse,  ello  debe  darse 

únicamente ante el juez originario”.

___________________________________
Fecha de Firma: 17/12/2025
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Con fecha 20/11/2025, el magistrado cargo del Juzgado 

Nacional en lo Comercial nro. 17 mantuvo su criterio expuesto con fecha 

03/11/2025  al  señalar  que “…en  autos  nos  hallamos  frente  a  un 

litisconsorcio pasivo voluntario donde la parte accionante ha decidido 

continuar el trámite de autos contra ambas codemandadas, por lo 

que no resulta de aplicación lo previsto en la primera parte del art. 133 

de la LCQ…”.

Asimismo  entendió  que,  al  haber  decidido  la  parte 

actora  no  desistir  de la  codemandada  Central  Alcorta  S.A.,  la  causa 

debería  tramitar  por  ante el  juzgado  de la  quiebra  y no  ante el  juez 

natural.

2. Ahora  bien,  cabe recordar  que para  resolver  

las cuestiones  de competencia  se debe atender,  de modo  principal,  a  

la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda (art. 4° 

del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y después, sólo en 

la medida que se adecúe a ellos, al derecho que invoca como 

fundamento de  su  pretensión  (Fallos:  323:470;  324:4495;  326:86;  

327:853,  entre otros).

Del escrito de inicio, a cuyos términos debe estarse a los 

efectos de la determinación de la competencia, surge que la accionante 

Adriana Silva interpuso demanda por daños y perjuicios contra Chery 

Socma  Argentina  S.A.  y  Chery  Planes Argentina  S.A.  (ahora  

Central Alcorta S.A.) tendiente a que se condene solidariamente a las 

empresas a la reparación de los daños y perjuicios derivados por el 

retraso en la entrega de un automóvil, los daños con los que el mismo fue 

entregado y los  innumerables  perjuicios  que dichos  incumplimientos  

ocasionaron. Además, se condene a las empresas a resarcir los daños 

sufridos por la privación de uso de la que resulto ser víctima por las 

demandadas al pago del interés por mora en la  entrega de la  unidad 

(ver  escrito  de inicio presentado con fecha 22/08/2023).

3. En las actuaciones caratuladas “Central Alcorta S.A. 

le pide la quiebra Cajal, José Luis” (Expte. Nro. 15793/2025) se decretó 

la quiebra a pedido de un acreedor con fecha 29/10/2025.

___________________________________
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Las presentes actuaciones fueron iniciadas con fecha

22/08/2023, es decir  con anterioridad al proceso universal de Central

Alcorta S.A, lo que hace que los efectos del fuero de atracción concursal

sean inaplicables al caso en virtud de lo dispuesto en el art. 132 y el art.

21 inc. 2 LCQ.

En efecto, el art. 132 LCQ dispone que “la declaración

de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita, todas las acciones

judiciales iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos

patrimoniales. Salvo  las ejecuciones de créditos con garantías reales,

quedan exceptuados de este principio los casos indicados en el artículo

21 inciso 1) a 3) bajo el régimen allí previsto”.

Sin  embargo,  el  art.  21  LCQ  en  su  parte  pertinente

dispone que “(…) quedan excluidos de los efectos antes mencionados:

(…), 2. Los procesos de conocimiento en trámite y los juicios laborales,

salvo que el actor opte por suspender el procedimiento y verificar su

crédito conforme lo dispuesto por los artículos 32 y concordantes. 3. Los

procesos en los que el concursado sea parte de un litisconsoricio pasivo

necesario (…)”.

A su vez, el artículo 133 LCQ establece que existiendo

un litisconsorcio pasivo necesario en el que el fallido sea demandado, el

juicio debe proseguir ante el tribunal originario, continuando el trámite

con intervención del síndico.

De  lo  anterior,  se  desprende  que  las  presentes

actuaciones se encontraban en trámite al momento de la declaración de

quiebra de Central Alcorta S.A., lo que implica su exclusión del fuero de

atracción de dicho proceso universal.

A su vez, para el caso de que en autos se considerara

configurado un litisconsorcio pasivo necesario, también se encontraría

expresamente excluido de los referidos efectos, debiendo continuar su

tramite ante el juzgado de origen, conforme art. 133 LCQ.

4. Reserva caso federal.

Para el hipotético caso de que se dicte una resolución

que  pudiera  importar  un  supuesto  de  privación  de  justicia,  una

denegación del fuero  competente o  la  generación de un perjuicio  de

___________________________________
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insuficiente, tardía o defectuosa reparación ulterior mantengo la reserva

formulada para ocurrir por la vía extraordinaria federal ante la Corte

Suprema de Justicia de la Nación (art. 18 CN y art. 14, Ley 48).

5. En  estos  términos,  corresponde que  las  presentes

actuaciones prosigan por ante el Juzgado Nacional en lo Comercial nro.

17.

Dejo así contestada la vista conferida.

Buenos Aires, diciembre  de 2025.

26.

___________________________________
Fecha de Firma: 17/12/2025
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5) CNCOM Sala B COM 9846/2024/CA1 COLLAZO, MARCELA MARIA

s/QUIEBRA

Incompetencia. Persona humana debe tomarse el domicilio real sin perjuicio del que figure 

en el DNI.  

La deudora pide su propia quiebra denunciando un domicilio que coincide con el DNI en 

CABA. Denuncia que no realiza actividad comercial y al realizar la constatación surge que 

es el domicilio de un estudio jurídico encontrándose el real en PBA por lo que la jueza se 

declara incompetente y lo remite. La cámara confirma la decidió porque el cambio  del 

domicilio del DNI lo hizo 2 meses antes de pedir su propia quiebra y por art 3 LCQ en el 

caso de persona humana que no ejerce “actividad profesional o económica” y no hay “sede 

de administración”, debe estarse por el lugar de la residencia habitual que actualmente es 

en PBA. 
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Expediente Número: COM - 9846/2024 Autos:
COLLAZO, MARCELA MARIA s/QUIEBRA
Tribunal: CAMARA COMERCIAL - SALA B
/ CAMARA COMERCIAL - MESA GENERAL DE
ENTRADAS
Juzg. 6 Sec. 11

Excma. Cámara:

1. La magistrada a cargo del Juzgado Nacional en lo

Comercial nro. 6 con fecha 12/06/2025 se declaró incompetente para

entender en las presentes actuaciones y ordenó la remisión al Juzgado

en lo  Civil  y  Comercial  de turno  del  Departamento  Judicial  de San

Isidro, de la Provincia de Buenos Aires.

Para  así  resolver  sostuvo  “…en  tanto  no  ha  sido

siquiera invocado que la fallida haya realizado actividad económica o

haya  sido  titular  de  algún  tipo  de  establecimiento  cuya  sede  se

encuentre en el ámbito de esta ciudad, resulta de aplicación la LCQ 3,

inc. 1°, que determina la competencia con relación a su domicilio, que

en el particular, desde septiembre del año pasado, esto es antes del

decreto  de  falencia,  se  encuentra  fuera  de  la  jurisdicción  de  este

tribunal”.

2. Tal decisión fue apelada  por  la  actora  con fecha

18/06/2025.

La recurrente, con fecha 30/06/2025, entendió que la

resolución  atacada  es  jurídicamente  errada  porque  contraviene  la

redacción de la norma del art. 3 inc.1° de la LCyQ y afecta su derecho

de defensa  en juicio  garantizado  por  el  art.  18  de la  Constitución

Nacional.  Ello  en  tanto  desde  el  año  2014  habría  habitado

ininterrumpidamente en esta ciudad en distintas direcciones.

3. Ahora bien, la competencia concursal presenta una

particularidad  que  la  distingue  de  la  regulada  en  los  códigos

procesales: es de orden público (Fallos306:546; 310:1637; 320:2007;

entre otros).

En consecuencia, resulta  improrrogable y puede ser

declarada de o cio por el juez en cualquier estado de la causa.

___________________________________
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Al fijar esa competencia, el art. 3 de la ley 24.522 ha

atendido a dos finalidades: por un lado, asegurar la cercanía entre el

juez concursal y el lugar en el cual se desarrolla -o hubo desarrollado-

la administración empresaria; y, por el otro, facilitar la concurrencia

de los acreedores.

El art. 3 inc.1 LCQ determina  que en la  quiebra  de

una persona humana, el proceso debe tramitar ante el juez del lugar

donde  el  requerido  de  falencia  posea  la  administración  de  sus

negocios y, en su defecto, ante el lugar del domicilio real del presunto

deudor.

En el primer caso, la competencia corresponde al juez

del lugar donde esté radicada la sede de esa actividad; en tanto que en

el segundo  supuesto  -esto  es,  el  del  deudor  que no  realiza  ninguna

actividad de esa  índole-  la  competencia  corresponde al  juez de su

domicilio real.

Cabe destacar que, si bien no se encuentra acreditado

en autos la inscripción de la Marcela María Collazo como comerciante

ante ningún registro, el Código Civil y Comercial derogó la figura del

“comerciante  matriculado”,  reemplazándola  por  la  categoría  de

“persona humana que realiza  una actividad económica organizada”,

quien no tiene obligación de inscribirse en el registro público (art. 320

CCyC).

Asimismo, el art. 73 del mismo código dispone que el

domicilio real de una persona humana que ejerce actividad profesional

o  económica,  sea  el  del  lugar  donde  se  desempeña  para  el

cumplimiento de las obligaciones emergentes de dicha actividad.

En  las  presentes  actuaciones,  se  desprende  de  la

compulsa  de autos,  que la  deudora,  no  se encuentra  inscripta  bajo

ningún  tipo  de  matrícula,  dado  que manifestó  estar  jubilada  sin

actividad comercial en la actualidad.

Resta agregar que, no se encuentra controvertido que

el domicilio real de la Sra. Collazo, al momento de decretarse era en

la calle Uruguay 239, piso 8°, dpto. "E", de esta ciudad, ya que allí fue

notificada de la citación prevista en el art 84 LCQ y dicho domicilio

fue el denunciado en oportunidad de presentarse en autos.
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A mayor abundamiento, la competencia judicial en el

concurso de la persona humana se establece conforme a la siguiente

regla: “si ejerce actividad profesional o económica” y no hay “sede de

administración”, atendiendo al lugar donde ejerce esa actividad; en su

defecto,  por  el  lugar  de  la  residencia  habitual  (cfr.  Adolfo  A.N.

Rouillón – Régimen de Concursos y Quiebras – Ley 24.522, págs.38/39;

Ed. Astrea, 2016).

Por  lo  tanto,  ante  la  ausencia  de  sede  de  la

administración de los negocios, se debe estar a la jurisdicción del juez

del domicilio del demandado, conforme lo establece el art. 3 inc. 1 de

la ley 24.522.

Resta  señalar  que las  presentes  actuaciones  fueron

promovidas con fecha 10/05/2024 y el domicilio informado en el DNI

de la  deudora,  sito  en esta  jurisdicción,  habría  sido  registrado  con

anterioridad a la promoción de las mismas- en fecha 01/03/2024- (cfr.

dictamen nro. 147680, en autos “Velázquez Miguel Ángel s/ pedido de

quiebra por Ramos Gabriel Humberto” de fecha 14/4/2016; dictamen

162/2020 en autos “Sonsino  Marcelo  le pide la  quiebra  Banco  Itau

Argentina S.A”, de fecha 29/06/2020”; dictamen nro. 575/2021, en los

autos Park, “Chi Hyon le pide la Quiebra Gironda, Maria Del Carmen”

de  fecha  03/05/2021;  dictamen  753/2021,  en  los  autos  “Rodriguez

Teibo, Sergio Ramón le pide la quiebra Suarez Analía Elizabeth”, de

fecha 26/05/2021).

4. Reserva caso federal.

Para el hipotético caso de que se dicte una resolución

que  pudiera  importar  un  supuesto  de  privación  de  justicia,  una

denegación del fuero competente o la generación de un perjuicio de

insuficiente,  tardía  o  defectuosa  reparación  ulterior  mantengo  la

reserva formulada para ocurrir por la vía extraordinaria federal ante

la Corte Suprema de Justicia de la Nación (art. 18 CN y art. 14, Ley

48).

5. Por lo expuesto, opino que corresponde revocar la

resolución apelada.

Dejo así contestada la vista conferida.

Buenos Aires, agosto  de 2025.
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6) CNCom SALA E SNOW TRAVEL ARGENTINA S.A. S/QUIEBRA c/

BLANCO, GUSTAVO MIGUEL Y OTROS s/ORDINARIO Expte 375 / 2022

Acción de responsabilidad concursal. El silencio como aceptación en relación al art. 119 y 

el pedido de autorización e inicio de incidente de investigación como actos interruptivos 

de la prescripción.  

La cámara entiende que el silencio de los acreedores debe ser interpretado como una 

expresión de consentimiento a los fines de la autorización prevista en la LCQ: 119. El 

silencio administrativo interpretado como negativa -previsto en el citado artículo 10 de la 

ley 19.549- ha sido establecido en beneficio del que inició el procedimiento administrativo, 

facilitándole, en su caso, la continuación del trámite administrativo o el acceso a una 

impugnación ulterior administrativa o judicial, pero no para obligarlo a soportar esa falta 

de contestación.  la ley de concursos y quiebras no especifica cual es la forma en que debe 

formalizarse la autorización de los acreedores, es preciso remarcar que tampoco otorga un 

tratamiento diferencial a los organismos del Estado más allá del privilegio que le reconoce 

a algunos de sus créditos.  

En cuanto a la prescripción analiza el art 2546 CCCN que  cuando regula el efecto 

interruptivo de la prescripción, refiere a “petición judicial” y no específicamente a 

“demanda”. La sindicatura  solicitó la citación a los acreedores verificados y declarados 

admisibles para que manifiesten su conformidad con la iniciación de acciones de 

responsabilidad de los administradores de la fallida y luego con otro escrito manifestó la 

intención de promover la acción, y la cámara entendió que es claro que las presentaciones 

individualizadas tuvieron el efecto interruptivo de la prescripción ya que con ellas la 

sindicatura denotó la voluntad de mantener vivo el derecho. 
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7) JUZG. CIVIL Y COMERCIAL DE LA 4TA. NOM. De Rafaela.  SANCOR

CUL S/ CONCURSO PREVENTIVO Expte 21-24209313-2

Quiebra con continuidad de la explotación y venta de la empresa en marcha con utilización 

de lenguaje claro y un mensaje para la sociedad.   

El juez concluyó que no aplica el art 48 Cramdown en este caso por dos razones: la Forma 

jurídica (SanCor es una cooperativa, y la ley cooperativa L20337 no permite que un tercero 

externo se quede con las "cuotas sociales" pero la LCQ si admite el procedimiento para 

cooperativas), y no hay empresa rescatable dado que la deuda supera ampliamente el valor 

de los activos, la actividad industrial es muy reducida, la cooperativa dejó de procesar leche 

propia en volúmenes significativos. Por ello decreta la quiebra con "continuación de la 

explotación" que no implica el cierre inmediato, sino que continúa operando para proteger 

las fuentes de trabajo hasta que se venda en funcionamiento lo que dará un mayor resultado 

protegiendo el valor de la marca. 
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